	Fecha
	26 de diciembre de 1988
	Sesión número
	106

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Rafael E. Giraud Salazar

	Tutelado: Pedro Delgado Monzón

	Recurrido: Juez Quinto Penal de San José

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la detención de tutelado, aduciendo que se violentan normas del Tratado de Extradición con EEUU.

	Respuesta del recurrido: El trámite de la extradición se está realizando de conformidad con el tratado.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada).


N° 106
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del veintiséis de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Coto, Arroyo, Cervantes, Chacón, Arias, Zamora, Arce, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y del Suplente licenciado Joaquín Garro Jiménez, en reemplazo del licenciado Eduardo Ching Murillo que se acogió a la jubilación a contar del dieciséis de este mes.

Artículo XIV
En escrito recibido el veinte de este mes, el licenciado RAFAEL E. GIRAUD SALAZAR planteó recurso de Hábeas Corpus a favor de PEDRO DELGADO MONZÓN, porque considera que la detención de que fue objeto esta persona por parte de autoridades de la Sección de Narcóticos del Ministerio de Seguridad Pública el cinco de los corrientes, es ilegal y arbitraria. Para ello estima que se han contravenido varias disposiciones contenidas en el Tratado de Extradición entre el Gobierno de los Estados Unidos de América y nuestro país, en virtud de que en este caso un funcionario no autorizado presentó una solicitud informal para extraditar al señor Delgado, sin que se acompañaran las pruebas de culpabilidad necesarias.

El licenciado José Hernán Fernández Morales, Juez Quinto Penal de esta ciudad, rindió el informe de ley en los siguientes términos:

“El señor Delgado Monzón se encuentra detenido en la Unidad de Admisión de San José a nuestra orden (causa N° 370-88) debido a que fue solicitada la extradición por la Embajada de los Estados Unidos de América en este país, para lo cual se presentó la solicitud formal en este Despacho con la documentación de rigor, incluyendo la denuncia respectiva en el idioma inglés acompañada de su traducción no oficial donde se indica con claridad sobre los delitos que se le investigan al detenido en aquella nación; documentación que precisamente provine de la Secretaría General de esa Corte según resolución de las ocho horas del seis de diciembre del año en curso (visible a folio 8 frente). De los hechos que se enmarcan en la amplia denuncia aludida y que se señala en la denuncia, estriba en forma principal que el señor ‘Pedro Deglado Monzón es buscado para enfrentar juicio por violación de ofensas federales por drogas narcóticas de los Estados Unidos’, y tal denuncia fue ratificada por el señor Robert J. Nieves, agente diplomático de la Embajada Norteamericana en esta nación, en este despacho a las ocho horas cuarenta minutos del siete de diciembre del año en curso; cumplida tal formalidad, de conformidad con los artículos 11 y 12 del Tratado de Extradición entre las repúblicas de Costa Rica y los Estados Unidos de América, aprobado por el Congreso Constitucional según decreto legislativo N° 19 del 12 de julio de 1972, se decretó la orden preventiva del arresto por un término de dos meses, dentro del cual el gobierno requirente deberá presentar ante esta autoridad la documentación que alude el artículo 9 inciso c) de la Ley de Extradición N° 4795 del 16 de julio de 1971 y sus reformas de leyes N° 5497 del 21 de marzo de 1974 y 5591 del 9 de noviembre de 1976”.
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Se tuvo a la vista el expediente 370-88 que corresponde a las diligencias de extradición formuladas en contra del señor Delgado Monzón, y en ese asunto constan las actuaciones de que dio cuenta el señor Juez al rendir el informe de ley.

De acuerdo con todo lo que se ha dejado expuesto, y por unanimidad de votos de los Magistrados presentes (quince), se resolvió: declarar sin lugar el recurso interpuesto, pues el artículo XII del Tratado de Extradición suscrito entre los Estados Unidos de América y Costa Rica obliga a las autoridades costarricenses a detener al requerido por el término de dos meses, mientras se formaliza la solicitud de extradición, y si bien en ese Tratado no están incluidos delitos por narcotráfico, es lo cierto que en ese aspecto quedó adicionado por la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes, Convenio que fue aprobado por Ley N° 4544 de 18 de marzo de 1970, de modo que en esas circunstancias el término de dos meses aún no ha transcurrido, además de que no corresponde a esta Corte examinar las cuestiones que plantea, sino al Juez que conoce del asunto.
